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4. La ética como elemento imperante de la 
seguridad pública y como consecuencia de la 
gobernabilidad

Anayely Mandujano Montoya
Xóchitl A. Arango Morales

Carlos Gómez Díaz de León

Sumario: 4.1. Introducción, 4.2. Estado de la situación de las instituciones pú-
blicas en México, 4.3. La ética como elemento imperante para la seguridad, 
4.4. La relación bilateral de la gobernabilidad y la seguridad pública, 4.5. La 
gobernabilidad a través de la gobernanza, 4.6. Elementos necesarios para la 
gobernabilidad institucional, 4.7. Conclusiones, 4.8. Bibliografía.

Resumen: La gobernabilidad emana de la conjugación de eficacia y legi-
timidad para implementar políticas y obtener los resultados esperados, 
que tienen su base en el comportamiento ético de quienes son respon-
sables de llevar a cabo la seguridad pública del país; por ello, en el pre-
sente capítulo se abordará la importancia que representa la ética en los 
actores que participan en las acciones para llevar a cabo la seguridad pú-
blica y cómo esta incide de manera determinante en la gobernabilidad.
Palabras clave: ética, seguridad pública, gobernabilidad.

4.1 Introducción

En una administración pública contemporánea, entendida desde las 
necesidades ciudadanas como el eje rector de las estrategias y políticas 
implementadas, en la que la ciudadanía marca las pautas del quehacer 
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gubernamental participando activamente en la solución de los pro-
blemas, la seguridad pública es y ha sido un aspecto prioritario en la 
agenda política y social en México.

La seguridad pública es la estructura básica de la gobernabilidad, 
ya que para poder llegar a ella es preciso contar con estabilidad, con-
trol, confianza en la autoridad y Estado de Derecho, entre otras condi-
ciones que permiten generar un estándar de seguridad mínimo.

Por ello es necesario entender la seguridad pública como una 
cualidad de los espacios públicos y privados, que se caracteriza por la 
inexistencia de amenazas que socaven o supriman los bienes y dere-
chos de las personas y en la que existen condiciones propicias para la 
convivencia pacífica y el desarrollo individual y colectivo de la socie-
dad (García, 2002). Asimismo, agrupa todas aquellas acciones o estra-
tegias destinadas a garantizar la paz pública a través de la prevención y 
la represión de los delitos y que a su vez bajen la criminalidad.

Al respecto, el teórico del Estado absolutista, Thomas Hobbes, 
en su obra Leviatán (1980) expresa que el fin último del Estado es el 
cuidado de su propia conservación y, por añadidura, el logro de una 
vida más armónica, es decir, el objetivo del Estado es particularmente 
la seguridad.

Por su parte, la criminalidad es un fenómeno multifactorial en 
evolución, al que las instituciones de seguridad pública deben atender 
de forma integral a fin de mantener la estabilidad, la paz y la tranquili-
dad en la sociedad, lo que repercute directamente en la gobernabilidad 
de los Estados.

La idea de educar, pero fundamentalmente la de formar a ser-
vidores y funcionarios que participan en los ámbitos de la seguridad 
pública con principios y valores, tiene como premisa transformar el 
entorno, anteponiendo un comportamiento que represente la investi-
dura de representante de la ley.
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La ética en la seguridad pública no puede ser ignorada por las auto-
ridades, ya que tarde o temprano se convierte en víctima de las situacio-
nes no atendidas. Por lo anterior, la ética se abordará en el presente ca-
pítulo como el elemento fundamental para lograr la efectividad no solo 
de los ciudadanos, también de quienes son responsables de resguardar 
el orden social y que, como consecuencia, se logre la gobernabilidad.

4.2 Estado de la situación de las instituciones públicas

en México

En ocasiones, la democracia aceptada por la sociedad, a pesar de su 
heterogeneidad estructural e incoherencia, es alejada de la legitimi-
dad, y a su vez, genera sucesivos problemas internos en los sistemas 
políticos, por lo que se debe responder a la capacidad de goberna-
bilidad de los gobernantes. Según Antonio Camou la gobernabilidad 
debe ser entendida como un estado de equilibrio dinámico entre el 
nivel de las demandas sociales y la capacidad del sistema político (es-
tado/gobierno) para responderlas de manera legítima y eficaz (2001). 
Lamentablemente, uno de los grandes problemas que interfiere en el 
desarrollo del país es la corrupción. Pichardo Pagaza establece que los 
individuos corruptos anteponen sus intereses personales a los intereses 
de la comunidad o de la colectividad (2004), produciendo desorden y 
descomposición sistémica del gobierno.

Los resultados del Índice Global de Impunidad México 2018 se-
ñalan que 93 de cada 100 delitos que se cometen en el país ni siquiera 
se denuncian. Además, señala que México alcanza 69.84 puntos, y se 
posiciona como el cuarto país a nivel mundial con mayor impunidad 
y el peor en el continente; dado lo anterior, la impunidad como una 
de las variables detonantes de la corrupción debe ser tema priorita-
rio de los objetivos de los gobiernos.
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Pero no solo en el terreno de la administración pública se deben 
crear condiciones de mejora, también de manera determinante en 
la democracia de un país, buscando que un Estado sea eficiente y 
eficaz, generando legitimidad a través de sus resultados como “buen 
gobierno”.

Como se aprecia en la siguiente gráfica que mide el desarrollo 
democrático de América Latina, México está por debajo del prome-
dio regional de los países del entorno, en donde una de las variables 
analizada es la corrupción, entre otras como marginación, pobreza, 
desigualdad, narcotráfico y violencia, las cuales se identifican como 
causas y consecuencias que giran en un mismo círculo.

gráfica 1. Índice de Desarrollo Democrático de América Latina, (2016)

Fuente: http://idd-lat.org/2016/downloads/idd-lat-2016.pdf

La confianza en las instituciones también es un elemento funda-
mental, por lo que, de acuerdo con el Índice de Percepción de la 
Corrupción 2017, la calificación de México bajó un punto, pasando 
de 30 a 29, en una escala que va de 0 a 100, donde 0 es el país peor 
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evaluado en corrupción y 100 es el mejor evaluado en la materia. A 
nivel regional, México se encuentra entre las peores posiciones de 
América Latina y el Caribe. Es, además, junto con Rusia, el país 
peor evaluado del G20 y de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo (OCDE).

Otro ejemplo es la encuesta del INEGI, en donde la ciudadanía de 
manera constante percibe la corrupción y la inseguridad como dos va-
riables por encima del 50 por ciento, siendo estos dos de los problemas 
más significativos de acuerdo con los encuestados.

gráfica 2. Percepción de los problemas más importantes
a nivel nacional

 

Paralelamente, en otro indicador que nos muestra la Corporación La-
tinobarómetro de 2017, se puede apreciar el lugar que ocupa México 
en relación con la confianza en la policía, ubicándose en la última po-
sición de los 18 países de Latinoamérica evaluados.
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gráfica 3: Confianza en la policía
 

Fuente: http://www.latinobarometro.org/LATDocs/F00006433-InfLatinobaro-

metro2017.pdf 

De igual manera, en la Encuesta Nacional de Victimización y Percep-
ción sobre Seguridad Pública del INEGI de 2019, vemos que dentro de 
un rango de 10 autoridades las ocho que se encuentran por encima del 
50 por ciento en la percepción de corrupción son: policía de tránsi-
to, jueces, policía preventiva municipal, ministerios públicos, policía 
estatal, ministerial o judicial, Fiscalía General de la República y la 
policía federal. El Ejército y la Marina cuentan con índices por debajo 
de 24 por ciento.

La percepción negativa en la opinión pública es recurrente; se 
percibe que las autoridades encargadas de mantener el orden social 
se mueven en la ilegalidad y la impunidad y esto demerita la figura 
de respeto que debe prevalecer en las autoridades de procuración de 
justicia, y que tiene como fin último generar las condiciones para ser 
garantes de la ley y proteger los intereses de la comunidad a la que 
pertenecen.
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gráfica 4: Percepción de la corrupción de autoridades del sistema
de procuración y administración de justicia

 
Fuente: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 
(ENVIPE), INEGI 2019.

En México la seguridad pública flaquea en muchos aspectos y por ello 
está estigmatizada, lo que a todas luces es un problema complejo que 
cuestiona el grado de gobernabilidad de la autoridad e incluso acentúa 
la percepción de que el sistema de gobierno ha fallado a la sociedad, 
lo que nos lleva a valorar la ética de los servidores como elemento 
fundamental para la implementación de las acciones para resguardar 
la seguridad pública en nuestro país.

4.3 La ética como elemento imperante para la seguridad

Las prácticas de omisión y corrupción en el terreno de la seguridad 
pública no solo se atribuyen a la falta de institucionalidad, también 
a los altos índices de impunidad que se dan en todos los ámbitos, tal 
como establece el Índice Global de Impunidad 2017 emitido por la 
Universidad de las Américas (UDLA).
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Erradicar estas prácticas arraigadas culturalmente no es tarea 
fácil, por lo que se debe educar en principios y valores éticos para 
formar ciudadanos que se insertarán al servicio público y serán 
capaces de transformar su entorno. La educación debe enfocarse 
como una política de Estado y parte de un proceso de concientiza-
ción transversal.

La ética de quien se desempeña en el sector público debe basarse 
en los principios de respeto a la investidura que representa servir en lo 
público y lo fundamenta hacia el respeto a la Constitución y las leyes, 
la probidad en el actuar con rectitud, la honestidad y la honradez. 

Por lo anterior, la ética policial es un aspecto que se quiere des-
tacar; autores como Connock y Johns refieren que cuando se habla 
de ética se alude a la toma de decisiones de los que está bien en con-
traposición a lo que está mal, además define cómo aplicar las reglas 
que dicta la forma de comportamiento de las personas (1995. Por otro 
lado, Gurría señala que tiene que ver con el proceder de los hombres 
en relación a su conciencia y responsabilidad (1996), es decir, la ética 
debe estar apoyada en políticas, códigos y reglas de entendimiento 
general y las personas puedan ser capaces de tomar la mejor decisión 
respecto a sus acciones y apegarse a ellas.

El psicólogo L. Kohlberg desarrolló el razonamiento moral para 
la sensibilización y estudia en estadios o etapas del desarrollo cog-
nitivo el área del desarrollo moral, ya que analiza la complejidad de 
la cotidianeidad sobre los aspectos morales. Kohlberg los identifica 
de la siguiente manera (Barra, 1987, p. 9):

1º. El nivel preconvencional, estableciendo la moralidad heterónoma 

y el individualismo.

2º. El nivel convencional, que comprende las expectativas personales 

y el sistema social y conciencia del individuo.
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3º. El posconvencional o de principios, que actúa de acuerdo a prin-

cipios éticos que se han construido y asumido libremente por cada 

persona, sin considerar normas o reglas externas a fin de llegar a los 

principios éticos universales donde existe el grado de óptima mora-

lidad autónoma y en el que se vive de acuerdo con principios éticos 

escogidos libremente y se asume la responsabilidad de las propias 

decisiones y de la propia vida.

Es en esta última etapa en la que se requiere un desarrollo moral de 
los ciudadanos, que primero se constituya en el terreno de lo personal 
para posteriormente construirlo en el de la colectividad y es ahí en 
donde la ética pública interactúa convergiendo y solo así en beneficio 
de la sociedad.

Sin lugar a duda, como bien plantea Óscar Diego (2009), el fin de 
la ética es lograr que el servidor de seguridad pública sea consciente 
de cada uno de sus actos, y que obtenga el dominio de sí mismo con 
el firme propósito de buscar el bien común de la comunidad a la cual 
se debe. La ética pública no es otra cosa que la ética aplicada, lle-
vada al terreno donde converge todo lo público. Particularmente en 
seguridad pública, hablar de ética es hablar de la responsabilidad de 
las actuaciones del poder público, quien se encarga de salvaguardar la 
integridad y el orden de la ciudadanía.

Socializar las normas es una acción que permite a los servidores 
del sector de la seguridad pública conocer los riesgos que implica un 
acto por omisión o fuera de la ley, sin embargo, bajo la situación en la 
que se encuentra México se debe implementar una política pública de 
Estado que fortalezca las virtudes de los niños y jóvenes mediante el 
despliegue de estrategias educativas.
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4.4 La relación bilateral de la gobernabilidad

y la seguridad pública

En los años setenta se vio más remarcada que nunca la ineficiencia del 
gobierno referida a su facultad para efectuar la gobernabilidad. Según el 
diccionario de política de Bobbio y Matteucci, esta se define como “la 
relación de gobierno, es decir, la relación de gobernantes y gobernados” 
(1998). Tan simple es la definición de estos dos autores que nos lleva a 
otro nuevo concepto: la gobernabilidad democrática.

Según el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la go-
bernabilidad comprende los mecanismos, procesos e instituciones que de-
terminan cómo se ejerce el poder, se toman las decisiones sobre temas de 
inquietud pública y cómo los ciudadanos articulan sus intereses, ejercitan 
sus derechos, cumplen sus obligaciones y median sus diferencias (2016).

La gobernabilidad democrática contiene factores como la globali-
zación de la economía, con un fuerte impacto sobre la soberanía del 
Estado-nación, al momento del diseño y aplicación de sus políticas; 
por el otro lado, aparece la libre expresión ciudadana como un actor 
principal en las relaciones públicas, sociales y comerciales.

Para poder entender la relación bilateral entre la gobernabilidad y 
la seguridad pública es preciso entender en primera instancia el con-
cepto de gobernabilidad. Briones (1994) señala que la gobernabilidad 
es una condición social en la que la relación entre el Estado y la so-
ciedad civil permite al gobierno cumplir efectiva y legítimamente sus 
políticas. En el caso de la seguridad pública esto se vuelve más de-
mandante ya que los resultados se verán reflejados en una exigencia 
social de atención inmediata y prioritaria. Por su parte, Baena (2014) 
menciona que la pérdida de capacidad de los Estados tiene una enorme 
influencia en el proceso de gobernabilidad interna, refiriéndonos en 
este caso a las instituciones de seguridad pública.
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Entenderemos entonces la gobernabilidad como la distancia entre 
las demandas sociales y la habilidad de las instituciones públicas para 
satisfacerlas, así como la capacidad de hacer frente a los desafíos que 
confronta, sean estos retos u oportunidades, por lo que la tendencia 
de la gobernabilidad se basa en la estabilidad institucional, la resolu-
ción de demandas y conflictos y la satisfacción de intereses, lo que 
lleva al reconocimiento universal de una autoridad pública, es decir, el 
proceso que crea y resuelve problemas.

Por otro lado, la gobernabilidad lleva, inherente y apegada a ella, los 
elementos de eficacia, legitimidad y por ende el respaldo social, pues la 
autoridad actúa eficazmente dentro del espacio de un gobierno y puede 
simultáneamente mantener la legitimidad y promover el desarrollo (Al-
cántara, 1994), fortaleciendo la reputación positiva de las instituciones.

Es entonces que la gobernabilidad está asociada con la capacidad 
de sus instituciones para ejercer la autoridad e impulsar un desarrollo; 
por lo que es importante garantizar la prevalencia de las condiciones 
óptimas para lograr este objetivo, pues si se mejoran los niveles de 
gobernabilidad en todos sus componentes, es probable que también 
mejoren sus niveles de desarrollo, más gobernabilidad no solo alineará 
mejor las necesidades con capacidades conferidas institucionalmente, 
sino también necesidades y políticas (Prats, 2003).

De tal forma que para la gobernabilidad, la seguridad pública se vuel-
ve indispensable para reducir al mínimo la inestabilidad a través de polí-
ticas diseñadas para este fin, lo que nos llevará en primera instancia a la 
legitimidad de las instituciones y a la eficacia de las mismas para encontrar 
soluciones a problemas, es decir la idoneidad de las políticas diseñadas por 
el Gobierno para reducir al mínimo el conflicto y mantener la paz.

Por lo anterior, la seguridad pública se ocupa de mantener las con-
diciones sociales necesarias para que esa racionalidad del poder pueda 
desempeñarse con los elementos de eficacia y legitimidad, además del 
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respaldo ciudadano. Sin embargo, la autoridad no se hace legítima úni-
camente por el cumplimiento de normas formales, sino por la manera 
en cómo se utilizan e implementan, pues para que sean legítimos los 
gobiernos tienen que ser eficaces y con voluntad política para enfren-
tar o resolver plenamente los problemas que se presenten, es decir, 
solo el buen gobierno los puede volver legítimos y solo la seguridad 
pública permite mantener esa estabilidad.

De tal forma que la gobernabilidad en la seguridad pública hace 
alusión al cumplimiento de sus objetivos de manera eficaz, de forma 
legítima y que las políticas que ahí se desarrollen permitan obtener los 
resultados esperados para salvaguardar el equilibrio.

Al respecto, Hirst afirma que para que la gobernabilidad sea exi-
tosa es necesario el arreglo de un marco institucional, ya que de otra 
manera “vacíos en gobernabilidad y falta de coordinación entre los 
niveles de gobernabilidad afectará seriamente la eficiencia de los or-
ganismos gubernamentales (Hirst, 2000, p. 24). Por lo que la perma-
nencia de un Estado de Derecho, donde el cumplimiento de normas 
sea real y por ende exista confianza hacia las normas y la autoridad es 
un elemento que debe prevalecer en materia de seguridad pública y 
consecuentemente en la gobernabilidad de los Estados.

Por otra parte, cuando hablamos de ingobernabilidad entendemos 
que esta se da por un vacío de Estado, lo cual ha creado un Estado frag-
mentado, difícil de organizar y controlar (Rhodes, 1997) y que en este 
caso apunta a la inestabilidad derivada de la inseguridad. Cuando hay 
una crisis de gobernabilidad hay una incapacidad de las instituciones para 
poder asumir y hacer frente al conflicto, la ausencia de gobernabilidad se 
deriva entonces de la falta de capacidad de las instituciones de resolver 
la interacción de los actores en conflicto (Prats, 2000), se presenta ines-
tabilidad, desorden o hay ruptura normativa que deriva en una pérdida 
de confianza y por ende en la pérdida de legitimidad de la institución.
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Huntington (1991) explica la ingobernabilidad como el producto 
de una sobrecarga de demandas a las que el Estado responde con la 
expansión de sus servicios y de su intervención, provocando inevi-
tablemente una crisis, deslegitimizando la autoridad y perdiendo la 
confianza en el liderazgo de la institución; dichas demandas no pueden 
ser solventadas sin el elemento de seguridad que garantice que estas se 
puedan cumplir.

En la otra cara de la bilateralidad de la relación gobernabilidad-se-
guridad pública, la primera también se puede medir al interior de las 
instituciones. El mismo Alcántara (1994) nos menciona cuatro puntos 
que caracterizan la ingobernabilidad y que a su vez, hemos interpreta-
do en el contexto de la seguridad pública como son:

1.	 La indisciplina, manifestada en los esfuerzos que se realizan con mé-

todos violentos, ilegales o anómalos dentro de las instituciones.

2.	 La inestabilidad, en cuanto a la autoridad para conservar sus posicio-

nes de dominación.

3.	 La ineficacia, entendida como la disminución de la capacidad de la 

autoridad para alcanzar los objetivos deseados.

4.	 La ilegalidad, es decir, los esfuerzos realizados por los poseedores de 

un poder de alto nivel para evadir restricciones legales y constitucio-

nales en búsqueda de ventajas e incluso de su propia supervivencia.

De tal forma que existe una relación bilateral, que circula en ambos 
sentidos en cuanto a la gobernabilidad y la seguridad pública. Por una 
parte, para que exista gobernabilidad en un Estado es forzosa la se-
guridad pública como elemento para mantener la estabilidad, y por 
el otro podemos evaluar la gobernabilidad de las instituciones de se-
guridad pública a fin de ver la forma en la que estas se desarrollan y 
cumplen sus objetivos.
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4.5 La gobernabilidad a través de la gobernanza

Por mucho tiempo gobernabilidad se utilizó como sinónimo de gober-
nanza. La utilización más explícita del concepto ha sido la realizada 
por el Banco Mundial y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) quienes han utilizado el término de gobernabili-
dad para referirse al proceso y las reglas mediante las cuales los go-
biernos son elegidos, mantenidos, responsabilizados y reemplazados, 
evaluando la capacidad de los gobiernos para gestionar los recursos de 
manera eficiente a fin de formular, implementar y reforzar políticas, 
además de medir el respeto de los ciudadanos y del Estado hacia las 
instituciones (Kaufmann, Kraay y Labatón, 2000).

Parece oportuno señalar que el medio para lograr la gobernabi-
lidad plena en los Estados o en las instituciones de seguridad pública 
es la gobernanza, entendiendo por ella los procesos que permitan el 
involucramiento de todos los actores de la sociedad con un sentido de 
corresponsabilidad para lograr los objetivos establecidos, pues como 
señala Aguilar (2013), el gobierno es un agente de dirección necesario 
pero insuficiente y el desarrollo ya no es posible solo mediante la ac-
ción del gobierno.

De tal forma que la gobernanza prepara a las instituciones para que 
creen vías y oportunidades para la participación y ayuda a establecer 
y mantener la confianza entre el Estado y los ciudadanos (IBM, 2016). 
En esta arista de la administración pública como lo es la seguridad 
pública, la confianza es fundamental para lograr los objetivos en que 
las instituciones garanticen la integridad y seguridad de las personas.

La gobernanza se constituye por todos aquellos procesos de in-
teracción para llegar a una gobernabilidad, es decir, a las condiciones 
necesarias y suficientes para que las instituciones puedan transfor-
mar de manera efectiva las demandas o necesidades en políticas o 
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regulaciones, tomar decisiones para aminorar las crisis que se pre-
senten a través del establecimiento de obligaciones y sanciones, así 
como las normas de comportamiento de acuerdo a la doctrina a la 
que son sujetos los elementos de seguridad pública.

Otros elementos de la gobernanza son la vinculación y la corres-
ponsabilidad entre los actores y las instituciones del sistema, para lo 
cual, se necesita una buena gestión de recursos y canalización de ini-
ciativas públicas y privadas que permitirá garantizar el desarrollo, alu-
diendo en este caso a la seguridad pública. Sin embargo, la gobernanza 
lleva implícita la necesidad de conocer las condiciones actuales de las 
instituciones y, además, las de los involucrados, de tal forma que se 
subsanen y conformen instituciones en las que, derivado del nivel de 
respuesta, se legitime la autoridad y sean ejemplo de consolidación y 
eficacia.

Al hablar de gobernanza en las instituciones de seguridad pública 
necesitamos referirnos a una gobernanza anticipatoria, la cual requiere 
planear una estrategia y llegar hasta la acción colectiva enfrentándose 
a las problemáticas de la realidad actual, ya que en el caso de la seguri-
dad pública, las estrategias deben evolucionar permanentemente para 
dar respuesta a las demandas que se presentan, enfrentando la realidad 
social de seguridad o inseguridad, como señala Baena (2014), con una 
visión integral y no solo institucional, ya que la gobernanza identifica 
la capacidad de una autoridad para diseñar e implementar decisiones.

La importancia de que exista gobernanza radica en que esta per-
mite llegar a la gobernabilidad, pues cuando hay una ausencia de go-
bernabilidad al interior de las instituciones se refuerza una reputación 
social negativa de las mismas, lo que en el caso de la seguridad pública 
representa y evidencia un problema que se traduce en inestabilidad 
y descontrol, por lo que al construir mecanismos que deriven en la 
gobernanza y el cumplimiento de los objetivos, se dará un vuelco a 



87

esa reputación social en un sentido positivo, logrando solo con ello, la 
legitimidad de las instituciones.

Por lo anterior parece preciso poner a Fuerza Civil como ejemplo 
de gobernanza en el estado de Nuevo León. En una época en la que 
la violencia se incrementó en la entidad, las instituciones policiales 
habían perdido su legitimidad y provocaban temor e incertidumbre 
en la ciudadanía, surgió la necesidad de refundar una policía capaz 
de generar certeza y credibilidad y, a través del involucramiento de 
diferentes actores de la sociedad, como iniciativa privada, asociaciones 
civiles, academia, políticos y autoridades, nació Fuerza Civil, con un 
modelo tendiente a la carrera policial a través de la profesionalización 
y evaluación, con el objetivo de replantear y dignificar al policía en 
Nuevo León y cambiar la reputación negativa que hasta ese momento 
tenía la seguridad pública, lo cual evidenciaba una crisis de gobernabi-
lidad en las instituciones.

Lo anterior, ejemplifica como el involucramiento de distintos ac-
tores para la solución de un problema da mejores resultados, la ten-
dencia en la Administración Pública es la participación y mantener 
un sentido de corresponsabilidad que impere tanto en los ciudadanos 
como en las autoridades a fin de establecer mecanismos de gobernanza 
eficaces para lograr consolidar una gobernabilidad plena no solo en las 
instituciones sino también en los Estados.

4.6 Elementos necesarios para la gobernabilidad institucional

Existen una serie de condiciones que contribuyen a mejorar la gober-
nabilidad en las instituciones: respeto y ejercicio de los derechos hu-
manos, rendición de cuentas, estabilidad, control, cumplimiento de 
normas, confianza en la autoridad, calidad regulatoria y control de la 
corrupción.
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Respeto y ejercicio de los derechos humanos para los elementos policiales y sus 
familias
Consolidar sociedades en las que respetemos los derechos humanos 
de los elementos de las instituciones de seguridad pública permitirá 
trasladar ese sentido de humanismo hacia la sociedad, obteniendo un 
respeto bilateral y con ello coadyuvando a adquirir gobernabilidad en 
la institución, a través de la credibilidad y la legitimidad ciudadana.

Rendición de cuentas
Una institución donde la rendición de cuentas sea efectiva y real hacia 
el exterior permitirá reforzar la imagen de forma auténtica, conso-
lidando una reputación positiva, lo cual influye en la legitimidad de 
las instituciones de seguridad pública consolidando la gobernabilidad 
interna. En el caso de la seguridad pública el servicio profesional de 
carrera debe ser el camino para reconocer, a través de la meritocracia, 
los ascensos en los mandos policiales.

Estabilidad
Para que en una institución haya gobernabilidad es preciso contar con 
estabilidad en los procesos, mandos, condiciones sociales y económi-
cas para sus elementos, que se les dé certeza y garantice mantener el 
nivel de vida de ellos y de sus familias, contribuyendo al sentido de 
pertenencia institucional.

Control efectivo de la institución (control y seguridad)
Para que exista la gobernabilidad es ineludible el control por parte de 
los mandos hacia los elementos de seguridad, basado en un sentido de 
congruencia que permita trasladar los máximos valores de la doctrina 
policial y que incentive las normas de comportamiento y que dignifique 
la labor del policía tanto dentro de la institución como hacia la sociedad.
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Asimismo, mantener una certeza jurídica, laboral y de seguridad 
social permitirá adquirir un sentido de pertenencia de los elementos, 
que coadyuvará a la lucha común por esa gobernabilidad interna de la 
Institución policial.

Cuando existe una pérdida de control interno, las instituciones se 
vuelven débiles, inútiles o fallidas y, lo que es peor, en algunos casos se 
convierten en cómplices ante ese vacío de poder, incorporando tipos 
destructivos de orientación política a su propio proceso y contribu-
yendo a la ausencia de la gobernabilidad, por ello, el control es un 
elemento indispensable en este orden de ideas.

Cumplimiento de normas
En instituciones formales, como las de seguridad pública, el cumpli-
miento de normas prevalece como parte de su doctrina policial, en-
marcando un Estado de Derecho que en el “deber ser” predomina en 
la vida policial, no obstante, en este contexto la regulación clara de 
normas y sanciones debe estar establecida en los marcos instituciona-
les que rigen el quehacer del policía.

Es por ello que, para que se dé la gobernabilidad, el cumplimiento 
de las normas es fundamental, sin que existan lagunas ni vacíos de au-
toridad, ya que mediante el proceso de adaptabilidad institucional que 
adquieren los elementos de seguridad pública, sin ser conscientes de 
ello como parte de su doctrina policial, las normas marcan las pautas 
de comportamiento institucional que los identifican.

Confianza en la autoridad
En la doctrina policial el espíritu de cuerpo es el ambiente solidario 
que lleva a los elementos a actuar con base en los mismos objetivos y 
metas; motivo por el cual la confianza en la autoridad, en su marco 
normativo y en sus mandos, se vuelve indispensable. El ejemplo es y 
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siempre será la mejor forma de transmitir los valores adquiridos en el 
ámbito policial.

Calidad regulatoria
Es necesario establecer procesos basados en la mejora continua y la 
calidad regulatoria que genere normas claras, trámites y servicios sim-
plificados, que se orienten a obtener el mayor valor posible de los re-
cursos disponibles y el óptimo funcionamiento de las actividades que 
se realicen, a fin de mantener un desarrollo positivo en la institución.

Control de corrupción
Hacer uso de los bienes públicos para obtener beneficios privados 
es estar ante la corrupción. Legitimar las instituciones implica un 
sentido de honradez e integridad que nos lleve a recuperar la con-
fianza ciudadana, motivo por el cual el control de la corrupción es 
importante para mantener la legitimidad y la gobernabilidad en las 
instituciones.

Todos los elementos mencionados tienen la misma relevancia y 
se espera que cualquier gobierno los impulse de manera equilibrada.
Partamos de la premisa de entender que la ética aplicada para el ser-
vidor público se refiere a desempeñar su cargo en congruencia con 
los valores de la comunidad, y no solo guiarse por lo que considera 
correcto, sino que debe normarse de acuerdo a la escala de valores de 
la comunidad a la que sirve.

4.7 Conclusiones

El fenómeno de la corrupción en México es un problema sistémico y 
como tal debe ser abordado, ya que alcanza el nivel de norma social, 
como se establece en el documento México: anatomía de la corrupción, 
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de 2016; por ello es pertinente generar un adecuado diagnóstico y abor-
darlo de manera multifactorial y con una política multidimensional.

Es necesario elevar los niveles de confianza de la policía mexicana, 
por ejemplo, el sistema penal acusatorio fortalece el Estado de Derecho, 
así como los mecanismos que garantizan los derechos humanos y pro-
mueven la rendición de cuentas sobre policías y la transparencia, esto 
con el fin de incrementar la credibilidad y la legitimidad de la policía.

Existe una relación bilateral entre la gobernabilidad y la seguridad 
pública; en primera instancia, sin seguridad pública no se conjugan las 
condiciones necesarias para que exista gobernabilidad y, por otra par-
te, en la seguridad pública debe prevalecer la gobernabilidad interna 
en las instituciones.

Por lo anterior, la seguridad pública dentro de la gobernabilidad 
juega un papel prioritario, ya que esta determina el control efectivo 
de las instituciones y la estabilidad social, como resultado de una con-
fianza en la autoridad y un cumplimiento de normas que resulte con-
gruente y que, a su vez, permite implementar políticas y estrategias 
necesarias para mantener la paz.

Por tal motivo, para lograr una gobernabilidad en las institucio-
nes de Seguridad Pública deben prevalecer elementos como el respeto 
al ejercicio de los derechos humanos, rendición de cuentas efectiva, 
estabilidad institucional, cumplimiento de normas y confianza en la 
autoridad, control efectivo, procesos de calidad regulatoria y control 
de la corrupción.

Asimismo, para consolidar una gobernabilidad plena existe una 
necesidad de gobernanza que permita el involucramiento de actores 
externos como onegés, asociaciones civiles, iniciativa privada, socie-
dad civil, que con base en una corresponsabilidad social sean parte de 
las soluciones propuestas y, por ende, de la respuesta al desarrollo en 
materia de seguridad pública.
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La ética en los servidores y funcionarios responsables de salva-
guardar el orden de la seguridad pública es una condición indispensa-
ble y sin la cual no podría ser posible.

Dos ideas se retoman en las conclusiones, por un lado los actos 
de los servidores de seguridad pública que realicen fuera de la norma 
deben ser sancionados, el camino de la restauración del respeto a la ley 
debe ser puntual, cero tolerancias para no generar impunidad.

Por otro lado y como la variable más importante, hay que con-
cientizar a través de todos los entes institucionales y desde la familia, 
para que se genere un acto racionalizado en el conocimiento, interés y 
responsabilidad de la ciudadanía que se forma.
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